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Asunto


Sentencia 2ª instancia-28 de agosto de 2018

Proceso: 

Ordinario (Pertenencia) 

Radicación:

66001-31-03-005-2012-00379-01

Demandante:

Juan Carlos Navia Márquez  


César Ricardo Ángel Ángel 

                                
Personas indeterminadas

Demandados:

César Ricardo Ángel Ángel
Magistrado: 

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas:

PERTENENCIA DE VEHÍCULO/ LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA/ INTERVINIENTE EXCLUYENTE –Ninguna pretensión invocó-/ CARGA DE LA PRUEBA/ NO SE ACREDITÓ POSESIÓN/ CONFIRMA DE MANERA PARCIAL.
Fácil se advierte que ninguna pretensión a su favor fue incoada; todo lo que reclamó es que se negaran las súplicas del demandante, con lo que su intervención se amolda a la figura que, para la fecha de su escrito, establecía el artículo 52 del CPC, relacionada con la intervención adeshiva, conocida como coadyuvancia, nombre que se le dio en el CGP (art. 71).  Es decir, que no ha debido admitirse su presencia como interviniente excluyente, sino como aquel colaborador de una de las partes, a quien se le admite entrar al proceso, porque, aunque los efectos jurídicos de la sentencia no se le extiendan, puede verse afectado si ella le es desfavorable a dicha parte
5. Esta situación, sin embargo, no altera las cosas en esta sede, por cuanto, a la postre, eso fue lo que sucedió, esto es, que se despacharon desfavorablemente las reclamaciones del señor Juan Carlos Navia Márquez, que era lo que el interviniente reclamaba; así que, a dilucidar las quejas del recurrente se dispondrá la Sala. 

(…)

Fácil es observar que el usucapiente se quedó corto en su labor de probar el más importante de los elementos de la acción, esto es, la posesión misma, si bien hubiera podido acercar el mentado contrato de arrendamiento que celebró con Jaime Cardona, o los comprobantes del pago de la renta acordada con él, o, en cualquier caso, algo que acreditara que realmente ocurrió ese negocio jurídico, por ejemplo, el testimonio mismo del señor Cardona. Tampoco logró probar las reparaciones efectuadas al vehículo, menos aún los pagos que por concepto de impuestos dice haber efectuado, ni la compra de insumos.

(…)

Así las cosas, como todos los elementos de la usucapión, se dijo, tienen que concurrir, a falta del principal, esto es, la posesión para la época en que se formuló de demanda, e incluso del segundo, el tiempo de la misma, se insiste, si se diera por aceptado que la sola entrega le otorgaba tal condición, sea para una prescripción ordinaria o para una extraordinaria, quedaba relevado el juzgado de primer grado, e igual ocurre con la Sala, del análisis de la posesión regular que se pregona.

(…)

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

HECHOS: 

1. El 30 de junio de 2009 Juan Carlos Navia Márquez adquirió, por compra efectuada a César Ricardo Ángel Ángel, el derecho de dominio, propiedad y posesión de un vehículo automotor marca Toyota Prado, placas PFI 590, que vehículo tenía un embargo emanado del Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira; el señor Ángel canceló la deuda en el año 2009, para realizar la venta. 
2. El negocio se hizo mediante contrato escrito, el 30 de junio de 2009, por un precio de $48’000.000, pagado en su totalidad; ese mismo día se realizó la entrega real y material del vehículo y se fijó fecha para el traspaso correspondiente el día 15 de julio de 2009, en el que no se presentó el vendedor César Ricardo, y no lo ha hecho hasta la fecha 
3. El vehículo al momento del contrato respectivo se encontraba en regulares condiciones en mecánica, latonería y llantas, correspondiéndole al señor Juan Carlos las reparaciones y adecuaciones para que este funcionara y poderlo utilizar para su servicio para efectos de su propio transporte, el de su familia, de materiales, en fin para sus quehaceres y a veces dándolo en préstamo y alquiler a terceras personas.
4. Desde esa época y hasta la presente fecha el señor Juan Carlos Navia ha administrado y dispuesto del vehículo comento  por su exclusiva cuenta y rieSgo sin reconocer derecho a otra persona, manteniéndolo en cuanto a su estado mecánico y de latonería y pintura, pagando sus impuestos, placas, calcomanías revisiones, rodamientos, pintura, combustible, sin que persona alguna determinada o indeterminada le haya reclamado por este aspecto o alegado el más mínimo derecho sobre el vehículo. 
5.  Como la parte actora se fue del país a vivir a la ciudad de Adelaida Australia, desde finales del 2009 le alquiló este vehículo al señor Jaime Cardona, en la ciudad de Chinchiná, y el día 13 de agosto del año 2012, la policía de tránsito lo detuvo y se lo quitaron, sin dar ninguna explicación. 
6. El certificado de tradición del vehículo se ve que tiene alertas no sobre el señor Juan Carlos sino del señor César Ricardo Ángel Ángel, oportunidad de la que se ha aprovechado la Supersociedades para vincular el vehículo, que no pertenece al propietario inicial, para tomar medidas que no le competen sobre el bien mueble de propiedad ajena, esto es del señor Juan Carlos Navia Márquez.
7. Después de la prenda a favor del señor Juan Carlos Navia Márquez   que fue el 25 de marzo de 2009 y la respectiva compra que fue el 30 de junio de 2009, aparecen estas alertas, porque en el historial aparecen desde el mes de Septiembre de 2010, por lo tanto la parte actora no había tramitado la presente demanda, pues estaba esperando que el señor César Ricardo, se presentara para finiquitar el negocio sobre dicho vehículo, es por esto que los problemas que tiene el vendedor son de él, no del carro que vendió 
PRETENSIONES: 

PRIMERA: Que se declare que el señor Juan Carlos Navia Márquez adquirió el derecho real de dominio absoluto, perpetuo y exclusivo por la vía de prescripción ordinaria de dominio sobre el vehículo placas PFI 590.

SEGUNDA: Que se ordene la inscripción del fallo en la Oficina de Inspección de Tránsito de la ciudad de Pereira, en donde se encuentra la matrícula del vehículo.
TERCERA: Se condene en costas al demandado.

RESPUESTA Y EXCEPCIONES:

INTERVENCIÓN EXCLUYENTE:

· HECHOS: 
1. El señor César Ricardo Ángel hizo parte de la persona jurídica denominada SU INVERSIÓN S.A, sociedad que a juicio de la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES realizo actividad ilícita de captación masiva y habitual de dineros públicos, por lo tanto la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES el 01 de julio de 2009 toma posesión de los bienes, haberes, negocios y establecimientos de comercio tanto de propiedad de SU INVERSIÓN S.A, como de las personas naturales; dentro del inventario, como del señor César, se encuentra un vehículo placas PFI-590. 

2. La anterior medida cautelar fue comunicada al Instituto Municipal de Tránsito de la ciudad de Pereira, el 07 de julio de 2009, igualmente se hizo llegar a la SIJIN Policía Nacional de Bogotá con fecha del 14 de septiembre del mismo año un oficio por medio del cual se solicitaba aprehender o inmovilizar para poner a la disposición de la intervención el vehículo ya mencionado

3. La SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES dispuso el 03 de mayo de 2010 el embargo y secuestro de todos los bienes y haberes, entre otros del señor CÉSAR RICARDO ÁNGEL, en donde se incluyó el vehículo que es objeto de esta demanda. 

4. Una vez asignado como liquidador el doctor Octavio Restrepo Castaño, el día 23 de julio de 2010, él le informa a la SIJIN  Policía Metropolitana de Pereira, recordándole la aprehensión del vehículo placa PFI–590 y el día 15 de agosto de 2012 se hizo efectiva esta medida

5. El día 07 de septiembre de 2010 se vencieron términos del traslado del inventario valorado de bienes y se deja constancia de que ningún interesado se pronunció, y por tanto quedó en firme. 

6. El trámite de la demanda es improcedente toda vez que cuando se realiza la prenda a favor del vehículo placas PFI-590 el señor JUAN CARLOS NAVIA MÁRQUEZ, ya estaba enterado de los inconvenientes financieros que el señor César presentaba, además el señor Juan Carlos debió presentarse a la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES dentro de los veinte días hábiles siguientes a la fecha en que fue inmovilizado y secuestrado el vehículo para hacer valer su derecho. 

· PRETENSIONES:

PRIMERA: No se acceda a las pretensiones de la demanda por no operar el fenómeno de la PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA

SEGUNDA: Se cancelen las medidas de la inscripción de la demanda en el certificado de tradición del mencionado vehículo ante la oficina del Instituto Municipal de Tránsito y Transportes de Pereira.
TERCERA: Se condene en costas a los demandados 

SENTENCIA

El artículo 167 del Código General del Proceso, consagra el principio de la carga de la prueba, que establece a quien alegue un hecho capaz de producir efectos jurídicos consagrados en determinada norma de derecho sustancial, está en el deber de probarlo, en este caso concreto al principio de la carga de la prueba le faltó el demandante, si bien el actor no demostró que efectivamente hubiera poseído el bien por sí mismo o por otra persona a su nombre por el espacio de tres años como lo determina la ley para que se pueda acceder a sus pretensiones, por su parte el tercero interviniente sí demostró que esta posesión no pudo darse de manera pública e ininterrumpida como se manifiesta en la demanda, por ejemplo con el bajo kilometraje registrado en el tacómetro del vehículo, que refleja que el mismo permaneció inmóvil, sin dar aplicación a la función primordial como medio de transporte. 

La posesión se da a través de las testimoniales, verbi gracia, de vecinos, empleados de talleres, compañeros de trabajo, etc, personas idóneas para atestiguar si la persona que invoca la pertenencia ha ejercido una posesión de público conocimiento, demostración que no se dio en este caso. Por tal razón como consecuencia jurídica se desestimarán sus pretensiones. 

RESUELVE: 

“Primero: SE ACCEDEN, a las pretensiones del interviniente ad excludendum en el presente asunto, en el sentido de negar las pretensiones de pertenencia por prescripción adquisitiva de dominio, promovida por el señor JUAN CARLOS NAVIA MÁRQUEZ en contra de CÉSARRICARDO ÁNGEL.

Segundo: LEVANTAR la medida cautelar decretada de inscripción de la demanda en el certificado de tradición del vehículo placa PFI – 590, líbrese oficio al Instituto Municipal de Tránsito de Pereira.

Tercero: Condenar en costas al señor JUAN CARLOS NAVIA MÁRQUEZ como demandante dentro del proceso de pertenencia y también como codemandado en la intervención ad-excludendum, toda vez que estuvo representado por curador ad-litem.

Quinto: Se fijan como honorarios definitivos del curador, los fijados como iniciales

Sexto: Contra esta providencia proceden los recursos de ley. 

APELACIÓN: Se encuentra anexada. 
CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales se cumplen cabalmente en este caso y no se advierte causal de nulidad alguna que pueda dar al traste con lo actuado, por lo que la decisión será de fondo. 
2. Trata este asunto de la acción de pertenencia sobre un bien mueble, vehículo de placas PFI-590, que instauró Juan Carlos Navia Márquez, en su alegada condición de poseedor, lo que, en principio, lo legitima por activa, frente a César Ricardo Ángel Ángel, a la sazón, propietario del mismo, como se reporta en el documento de folios 17 y 18. 
3. Y a la par, se incluye lo que para el juzgado fue una intervención principal, esto es, de un interviniente excluyente, concretamente el señor Octavio Restrepo Castaño, en calidad de liquidador de la sociedad Su Inversión S.A.
Por lo singular de esta situación, de una vez se ocupa la Sala de ella, porque advierte que se tergiversó esa importante figura de tercerías, a la luz del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se presentó el escrito respectivo (febrero de 2013, f. 11, c. 4), aclaración pertinente, por cuanto hoy el Código General del Proceso le da al interviniente por exclusión el tratamiento de otra parte, según se lee en el artículo 63, que hace parte del Capítulo II, del título único, de la sección segunda del Libro Primero de este estatuto. 
Esta forma de intervención se ha entendido desde antaño como aquella que ocurre cuando a un proceso llega alguien, distinto al demandante y al demandado, que pretende la cosa o el derecho controvertido, en todo o en parte, pero no lo puede hacer de cualquier modo, sino que le incumbe promover una demanda en la que sus demandados serán, precisamente, las partes originales en el trámite. Contra ellas debe dirigir sus pretensiones que, se repite, han de estar encaminadas a que se le reconozca a él, y no a otro, lo que es el objeto del proceso, así como cuando en la reivindicación concurre al trámite un tercero, que desde ese momento entra como parte, a reclamar el bien mismo pretendiendo ser el verdadero dueño, en lugar del demandante. 

De manera que, si ese interviniente no tiene una pretensión a su favor, carece de vocación para impetrar esa especial demanda, pues lo que no se muestra admisible es que bajo el ropaje de esa forma de intervención, sus pretensiones se circunscriban, exclusivamente, a que se nieguen las reclamaciones del pretensor inicial; de lo que se trata es de que las confronte con las suyas propias. 

Pasando por Chiovenda, y entre los nuestros, por los maestros Morales Molina, Azula Camacho, López Blanco, está dicho por uno de los más representativos, Hernando Devis Echandía (Nociones Generales de Derecho Procesal Civil, Temis, Bogotá, 2009, p. 489), que “el interventor principal ad excludendum concurre al juicio con pretensiones propias, para reclamar a su favor una declaración judicial, sin limitarse a una pasiva oposición a las pretensiones del demandante”.
La jurisprudencia, por su lado, también ha recalcado en el tiempo, y lo reiteró recientemente, en la sentencia SC21822-2017, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco, que: 

…ese instituto regulado en el artículo 53 de la ley de los ritos civiles, se caracteriza porque, un tercero comparece al juicio ejerciendo su derecho de acción y formula pretensiones dirigidas contra ambos extremos de la relación procesal, quienes frente a aquél se convierten en demandados.
La Corte ha señalado al respecto que:

“La intervención ad excludendum, también conocida doctrinariamente como intervención principal, consiste en hacer valer frente a dos partes contendientes en el proceso un derecho propio del interviniente e incompatible con la pretensión deducida en el proceso (ad infringendum iura itrius que competitores), para excluir o quebrar los derechos de los contendientes, aparece consagrada positivamente en el artículo 53 del CPC, para permitir, particularmente por razones de economía procesal, que en un solo proceso se debatan pretensiones de dos o más personas que se consideran como titulares de un mismo derecho discutido en idéntico proceso”. (CSJ SC Sentencia de 5 de marzo de 1990, radicación n. 00062).

La injerencia principal que realizan estos terceros, es primordial justamente porque introduce al trámite una nueva demanda -autónoma por supuesto a las pretensiones de actor y opositor-; que debe ser desatada en sentencia de mérito; por ende, los autoriza para ejercer eficazmente todos los actos necesarios tendientes a proteger sus garantías, inclusive el de presentar el recurso extraordinario de casación.

Esto se acota, al margen de la discusión que en algunos sectores se suscita, ante la convicción de que en un proceso de pertenencia no cabe esta figura, porque la citación de todo aquél que se crea con derecho sobre el bien le permite a quien se vea afectado intervenir para hacer valer sus derechos. Pero, sin ir muy lejos, también esa es cuestión dilucidada por la máxima rectora de la jurisdicción ordinaria que, por vía de ejemplo, en la sentencia de tutela STC9499-2016, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, tomada como criterio auxiliar, indicó, al conceder el amparo, que: 

olvidan los falladores accionados que el artículo 53 del Código de Procedimiento Civil establece que «[q]uien  pretenda, en todo o en parte, la cosa o el derecho controvertido, podrá intervenir formulando su pretensión frente a demandante y demandado, para que en el mismo proceso se le reconozca. La oportunidad de tal intervención precluye con la sentencia de primera instancia. (…)» 
En ese sentido, se encuentra que los demandados, desconocieron con sus decisiones que la figura de la intervención excluyente es la única que permite a los tutelantes reclamar el derecho a usucapir del que se consideran titulares, no sólo en contra del demandante en pertenencia, sino también del demandado, pues no de otra forma podría controvertir los medios exceptivos que tal extremo de la litis pretende para hacer valer su derecho de dominio.

En otras palabras, sí en sentir de los accionantes, los pretensos usucapientes «no tienen derecho alguno» porque ellos son quienes han poseído, con ánimo de señores y dueños, el bien en litigio desde el año 1981, tal como lo expusieron en su escrito del 25 de agosto de 2015 y, por tal motivo también tienen la aspiración a que se declare que «han adquirido por la posesión demostrada la PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO …conforme a lo anterior se proceda a dictar sentencia de pertenencia su favor», obrando únicamente como demandados indeterminados, como lo establecieron los falladores de instancia, no podrían materializar sus pretensiones frente al «demandado determinado», pues integrarían un mismo extremo del litigio y sólo podrían ejercer su defensa a través de los medios exceptivos contemplados en la ley.

En efecto, obrando únicamente como demandados, los tutelantes no tendrían posibilidad de plantear su pretensión adquisitiva del dominio por prescripción, porque lo que tendrían que acreditar es que son titulares de ese derecho, esto es, que son propietarios en todo o en parte del bien y que los demandantes no cumplen con los requisitos necesarios para usucapir.

Sin embargo, en caso de lograr desvirtuar que los demandantes poseyeron quieta, pacífica e ininterrumpidamente el fundo, por el lapso establecido en la ley para el caso concreto, ninguna alegación podrían plantear frente al otro extremo del litigio, pues al no ser «demandantes», ninguna pretensión podrían elevar para lograr el reconocimiento de sus derechos como usucapientes, circunstancia que desconoce la posibilidad consagrada por el legislador en el citado artículo 53 adjetivo, que permite a quien se crea con mejor derecho intervenir en el proceso frente a ambas partes, esto es, demandante y demandado, para que en el mismo juicio le sea reconocido. 

4. Lo dicho, sirve de ilustración a este asunto en el que el liquidador de Su Inversión S.A., por medio de apoderado judicial, pidió simplemente que “NO SE ACCEDAN a las pretensiones de la demanda por no operar el fenómeno de la PRESCRIPCIÓN ADQUIRISTIVA, sobre el … vehículo que constituye prenda General de los Acreedores dentro de la liquidación judicial” y que, como consecuencia de ello, se cancelen las medidas cautelares. 

Fácil se advierte que ninguna pretensión a su favor fue incoada; todo lo que reclamó es que se negaran las súplicas del demandante, con lo que su intervención se amolda a la figura que, para la fecha de su escrito, establecía el artículo 52 del CPC, relacionada con la intervención adeshiva, conocida como coadyuvancia, nombre que se le dio en el CGP (art. 71).  Es decir, que no ha debido admitirse su presencia como interviniente excluyente, sino como aquel colaborador de una de las partes, a quien se le admite entrar al proceso, porque, aunque los efectos jurídicos de la sentencia no se le extiendan, puede verse afectado si ella le es desfavorable a dicha parte.

5. 
Esta situación, sin embargo, no altera las cosas en esta sede, por cuanto, a la postre, eso fue lo que sucedió, esto es, que se despacharon desfavorablemente las reclamaciones del señor Juan Carlos Navia Márquez, que era lo que el interviniente reclamaba; así que, a dilucidar las quejas del recurrente se dispondrá la Sala. 

Para tal fin, se recuerda que la demanda está dirigida a que se declare que Navia Márquez ganó por prescripción ordinaria el dominio del vehículo de placas PFI-590, pues lo ha poseído regularmente desde cuando lo adquirió del señor César Ricardo Ángel Ángel, el 30 de junio de 2009, solo que este no concurrió para realizar el traspaso respectivo. 

El Juzgado negó lo pedido, porque faltó acreditar la posesión alegada. Y el demandante replica, porque, dice, desde que adquirió el vehículo lo ha administrado y dispuesto de él, por su cuenta y riesgo, sin reconocer derecho ajeno, lo ha utilizado en sus quehaceres y diligencias personales y lo alquiló al señor Jaime Cardona Dávila, residente en el municipio de Chinchiná; lo ha mantenido en cuanto a su estado mecánico y latonería, ha pagado sus impuestos, placas, calcomanías, revisiones, rodamientos, pintura, combustible y nadie le ha disputado su derecho. El 30 de junio de 2009 pagó al demandado la suma de $48’000.000,oo y este le hizo entrega real y material del bien. Ni siquiera las medidas que han recaído sobre el automotor, lograron afectar su posesión, pues él la adquirió en la fecha señalada y el vehículo fue secuestrado en el mes de agosto de 2012, es decir, ya pasados los tres años. 

6. En punto a definir la cuestión, se tiene que la prescripción en una de sus modalidades puede ser adquisitiva (art. 2512 C.C.), si se ejercita para ganar por ese modo el dominio de los bienes corporales, raíces o muebles, que están en el comercio humano y se han poseído con las condiciones legales, sin perjuicio de que también se puedan obtener derechos reales no exceptuados (art. 2518 ib.).

Esta especie de prescripción, puede ser ordinaria o extraordinaria (art. 2527). La primera de ellas, esto es, la ordinaria, que es la que aquí se invoca, exige para su configuración la concurrencia de unos elementos, oportunamente destacados por la juez de instancia, tales como: a) la posesión regular e ininterrumpida de una cosa corporal, mueble o inmueble;  b) el transcurso del tiempo, que para el caso de los bienes muebles, es de tres años (art. 2529), teniendo en cuenta que cada dos días se cuentan entre ausentes por uno solo para el cómputo de los años, y que por ausentes se entienden los que residan en país extranjero; y, c) que recaiga la relación material sobre una cosa ajena usucapible. Sólo en la medida en que confluyan, puede abrirse paso una pretensión de tal naturaleza.

La funcionaria centró su decisión en el primero de ellos, esto es, la posesión misma, definida en el artículo 762 del C. Civil, como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, la tenga por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.  Norma de la que emergen los elementos estructurales de esa relación hombre-cosa, esto es, uno objetivo, que es la tenencia material, conocida como corpus, y otro subjetivo, que se traduce en la revelada intención de considerarse amo y dueño de la cosa y ejecutar actos sobre la misma que solo al propietario le son permitidos, sin reconocer que otro pueda ser el dueño, llamado ánimus, que, se dice, “por escapar a la percepción directa de las demás personas debe presumirse, siempre y cuando se comprueben los actos materiales y externos ejecutados permanentemente y durante el periodo de tiempo consagrado legalmente” (sentencia SC13099-2017, radicado 2007-00109-01, del 28 de agosto de 2017, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo).
La jurisprudencia nacional, apartándose una vez más de la división conceptual entre lo objetivo y lo subjetivo de la posesión, reiteró que una y otra cosa deben mezclarse, en punto a que se vean reflejados los supuestos del artículo 762 en una determinada persona. Concretamente, en la sentencia SC1716-2018, del 23 de mayo de este año, radicado 2008-00404-01, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, señaló, luego de recordar las posiciones de Ihering (tesis objetiva) y Savigny (tesis subjetiva), que:  

No obstante, esta Corte, con apoyo en el Código Civil napoleónico, desde sus inicios a hoy, se ha superpuesto coherentemente para despuntar esa vieja, pero, siempre actual polémica, conjugando, como requisitos concurrentes para edificar la posesión, como fuente para la adquisición del derecho de dominio, la fusión intrínseca del elemento subjetivo, el ánimus, con el elemento externo, el corpus. 

La presencia de estos elementos, en quien se predica poseedor con ánimo de señor y dueño, es precisamente, el elemento que ideológicamente diferencia esta institución de los diferentes títulos de tenencia que se asientan en el sistema jurídico, como el arrendamiento, el comodato, la anticresis y la retención, entre otros. 

El elemento subjetivo en la relación posesoria implica la convicción o ánimo de señor y dueño de ser propietario del bien, desconociendo dominio ajeno; el siguiente, el corpus,  –elemento externo–  conlleva ocupar la cosa, lo que se traduce en su explotación económica. Estos dos específicos requisitos, en particular el inicial, cuya base sustancial la constituye el artículo 762 del Código Civil, a cuyo tenor «[l]a posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño», son los que diferencian el instituto en cuestión, de la mera tenencia, o sea, «(…) la que se ejerce sobre una cosa, no como dueño, sino en lugar o a nombre del dueño (…)»,  como el «(…) acreedor prendario, el secuestre, el usufructuario, el usuario, el que tiene derecho de habitación (….)»,  calidad que «(…) se aplica generalmente a todo el que tiene una cosa reconociendo dominio ajeno», según las voces del artículo 775 ibídem, pues mientras en ésta solo externamente se está en relación con la cosa, en la posesión a ese vínculo material es menester añadir la voluntad de comportarse ante propios y extraños como dueño. Es decir, la distinción entre la una y la otra gira en el ánimo o conducta reclamada en cada situación.
Por supuesto, la carga de la prueba de la posesión, gravita, sin duda, en el demandante, en claro desarrollo de lo que previenen los artículos 1757 del C.C. y 177 del C.P.C., vigente para cuando se promovió la demanda, hoy 167 del CGP, que introduce la noción de la distribución de la prueba, que para el caso no cumplía aplicar. Tal carga ha sido también advertida por nuestro órgano de cierre que en la misma sentencia SC13099 citada, dijo, frente a los elementos de la posesión, que “La conjunción de los citados componentes denotan la intención de hacerse dueño, siempre que no aparezcan circunstancias que la desvirtúen, por lo que el promotor deberá acreditarlos para el buen suceso de su pretensión” 

Y esa tarea, coincide la Sala en ello con la funcionaria, fue incumplida por el demandante, por cuanto la posesión misma quedó sin demostración, al menos para cuando se promovió la demanda. 
En efecto, de acuerdo con el certificado de tradición del vehículo de placas PFI590, su propietario inscrito es César Ricardo Ángel Ángel (f. 17), en tanto que Juan Carlos Navia Márquez figura allí como acreedor prendario. A partir de allí, y para acreditar sus actos posesorios, todo lo que trajo fueron unos documentos que revelan la intención del primero de transferirle la propiedad, tales como el contrato de compraventa del automotor, en el que consta que le fue entregado (f. 12, c. 1), una comunicación dirigida al Instituto de Tránsito de Pereira, en la que Ángel autoriza a Navia para realizar los trámites de traspaso (f. 13 siguiente), y el formulario de traspaso (f. 14). 

En la demanda se afirmó que la fecha acordada para el traspaso fue el 15 de julio de 2009. 
Además, se dijo que para el momento de la compra el vehículo se hallaba en precarias condiciones de mecánica, latonería y llantas, todo lo que fue asumido por el demandante; también, que Juan Carlos dispuso del automotor para su propio transporte, el de su familia, y de materiales; también lo prestó y alquiló; de hecho, señaló, que se fue a estudiar al exterior desde finales de ese año 2009 y le alquiló el bien a Jaime Cardona Dávila, quien lo tenía para el 13 de agosto de 2012, cuando fue despojado del mismo. 

Así que, de su propio dicho, surge que terminando el año 2009 se despojó de la tenencia del bien, si se admite que el vehículo le había sido entregado en junio de ese mismo año; por tanto, la situación se ubica en una aparente posesión por interpuesta persona, como lo admite el artículo 762 reseñado, esto es, la que se ejerce por otro en lugar y a nombre del sedicente poseedor. Obviamente, en una circunstancia tal, se advierte más exigente la carga de probar, porque, entonces, al proceso debe arrimarse la comprobación de dicha tenencia y de que la misma cumple esos parámetros, si bien, como sostiene Valencia Zea, en su texto referente a la posesión (Temis, 1983, p. 152), la que se ejerce “en nombre ajeno se fundamenta en que no es una posesión ilimitada o autónoma, sino derivada en el sentido de que reconoce una posesión de grado superior” y trae, entre otros ejemplos, la situación del arrendatario que reconoce las calidades del poseedor mediato.  

La prueba aportada por la parte demandante es escasa. El testimonio de María Olga Márquez de Navia (f. 1, c. 5), visto con la rigurosidad que corresponde por ser la madre del demandante y, adicionalmente, su apoderada general, señala que César Ricardo Ángel le ofreció a Juan Carlos Navia, como el 30 de junio de 2009, el vehículo de placas PFI-590, y cerraron el negocio en cuarenta y ocho millones de pesos, sin embargo, desconoce si desde antes hubo negocios entre ellos. El carro le fue entregado, anduvieron en él, le hizo mantenimiento, le compró llantas, el SOAT, lo llevó a un taller para organizarle algunos aspectos de lámina y pintura y lo tuvo hasta cuando se fue para Australia, todo el semestre de 2009, incluso fueron a Medellín y a Cali, y en diciembre que se fue se lo alquiló a Jaime Cardona, un amigo de Chinchiná. Más adelante, se le preguntó en qué utilizaba o a qué actividad destinaba César el automotor, que “decir que él lo utilizaba para A, B o C, desconozco”. Este testimonio poco aporta al proceso, pues cuando más, el conocimiento de la deponente se extiende hasta finales del año 2009, ya que de su versión no se extractan los pormenores del referido contrato celebrado con Jaime Cardona, si debía pagar una renta mensual, o cuál iba a ser la retribución por la tenencia del vehículo; si efectivamente pagó, lo que debió conocer, si se tiene en cuenta que para esa época le otorgó el demandante el poder general con el que actúa (f. 24, c. 1). Ahora, deja dudas sobre la situación del automotor, porque en un aparte dice que César lo utilizaba para sus asuntos personales y viaje, y más adelante asegura que desconoce las actividades que desplegaba en el mismo. En todo caso, se insiste, su información no va más allá de las postrimerías del año 2009. Y una cosa más, la testigo ella afirma que desconocía otros negocios entre su hijo y César Ricardo, no obstante que el certificado de tradición (f. 17) registra una prenda a favor de aquél, desde el mes de marzo del mismo 2009. 
Se practicó inspección judicial, en compañía de perito (f. 3, c. 5). La diligencia fue atendida por Alba Lucía Tamayo Naranjo, quien dijo ser la cónyuge del liquidador de la sociedad Su Inversión S.A., señor Octavio Restrepo Castaño, y refirió que el automotor está bajo el cuidado de este, quien lo mueve y lo utiliza con frecuencia para asegurar su mantenimiento, le cambiaron tres llantas, lo llevaron a un taller porque no prendía, y adquirieron el SOAT. El Juzgado dejó constancia de que está en buen estado de pintura. 

La auxiliar dijo en su dictamen (f. 6, c. 5), que el rodante en general se halla en buen estado, presenta el deterioro normal de uso, de acuerdo a su tiempo, y algunos detalles de latonería, cojinería, y en el tablero delantero; agregó que se halla en funcionamiento y su parte eléctrica, la mecánica, el sonido, las luces, los vidrios eléctricos y el bloqueo general están bien; también concluyó que en su latonería no presenta indicios de pintura nueva y posee cuatro llantas en buen estado.

Estas dos probanzas van en contravía también de lo dicho por la deponente, pues su afirmación de que le compraron llantas desmerece con la afirmación que hace quien atendió la diligencia, que se corrobora con el dictamen, en cuanto se deja ver que las que tenía para la época de su realización eran nuevas; tampoco se puede admitir que el demandante le hubiese hecho reparaciones de latonería o pintura, porque al decir de la perito, presenta los deterioros normales de su uso, sin evidencia de pintura nueva.
Fácil es observar que el usucapiente se quedó corto en su labor de probar el más importante de los elementos de la acción, esto es, la posesión misma, si bien hubiera podido acercar el mentado contrato de arrendamiento que celebró con Jaime Cardona, o los comprobantes del pago de la renta acordada con él, o, en cualquier caso, algo que acreditara que realmente ocurrió ese negocio jurídico, por ejemplo, el testimonio mismo del señor Cardona. Tampoco logró probar las reparaciones efectuadas al vehículo, menos aún los pagos que por concepto de impuestos dice haber efectuado, ni la compra de insumos.

En síntesis, como dejó sentado el fallo de primer grado, los documentos inicialmente relacionados, apenas sí dan cuenta de la compraventa que se gestaba entre Juan Carlos Navia Márquez y César Ricardo Ángel Ángel, pero no son demostrativos, por sí solos, de la posesión que se pregona para adquirir por prescripción. Y aún si se aceptara que la mención de la entrega le dio desde el 30 de junio de 2009 la condición de poseedor, regular, además, por mediar un justo título, según se predica en el libelo inicial, ella ha debido prolongarse por un espacio no inferior a tres años, de acuerdo con la normativa reseñada, lo que, surge palmario del acopio probatorio, nunca ocurrió, porque entre junio 30 de 2009 y la fecha en que salió del país, que fue a finales de ese año, corrieron escasos seis meses, con posterioridad a los cuales es una total incertidumbre lo que ocurrió con el automotor, al menos hasta el mes de agosto de 2012 cuando fue aprehendido, por la intervención que viene haciendo la Superintendencia de Sociedades y para entonces la tenencia del mismo estaba en cabeza de una persona distinta. 
Ante semejante falencia probatoria, los documentos aportados por el liquidador en su intervención, además de que nada prueban sobre la posesión, lo que hacen es poner en evidencia que, ante las diversas actuaciones allí surtidas, el presunto poseedor se mantuvo inactivo y solo vino a reclamar cuando ya el bien estaba fuera de la órbita negocial, por haber sido embargado y secuestrado, así que no requieren un mayor análisis. 

Así las cosas, como todos los elementos de la usucapión, se dijo, tienen que concurrir, a falta del principal, esto es, la posesión para la época en que se formuló de demanda, e incluso del segundo, el tiempo de la misma, se insiste, si se diera por aceptado que la sola entrega le otorgaba tal condición, sea para una prescripción ordinaria o para una extraordinaria, quedaba relevado el juzgado de primer grado, e igual ocurre con la Sala, del análisis de la posesión regular que se pregona.

El fallo, por tanto, será prohijado, con excepción del aparte del numeral primero que reza: “SE ACCEDEN a las pretensiones del interviniente ad excludendum en el presente asunto, en el sentido de” pues ese sujeto ninguna pretensión propia trajo con su demanda. Simplemente, las pretensiones debieron negarse por ausencia de prueba de los elementos axiológicos de la usucapión.

Consecuencialmente, se revocará el ordinal tercero que impuso costas al demandante a favor de quien no ha debido aceptarse como interviniente excluyente. 
Las costas en esta sede serán a cargo del recurrente y a favor del demandado. Se liquidarán en primera instancia, de acuerdo con lo regulado por el artículo 366 del CGP, para lo cual se fijará en auto separado el monto de las agencias en derecho. 

DECISIÓN
En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 16 de agosto de 2017, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario de pertenencia iniciado por Juan Carlos Navia Márquez contra César Ricardo Ángel Ángel, con excepción de la expresión “SE ACCEDEN a las pretensiones del interviniente ad excludendum en el presente asunto, en el sentido de”  contenida en el ordinal primero de la parte resolutiva y el ordinal tercero, que se revocan. 
Costas en esta sede a favor del demandado y a cargo del recurrente. 

Decisión notificada en estrados.

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
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